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Osborne Clarke abre oficina
en Madrid con veinte abogados
El bufete internacional, con más de mil profesionales en el mundo y oficina en Barcelona desde 1996,
desembarca en Madrid con un equipo de 20 abogados, entre ellos cinco socios, procedentes de Lener.

CarlosGarcía-León.Madrid
El despacho de abogados Os-
borne Clarke España, con se-
de en Barcelona, ha decidido
dar el salto y abrir una oficina
en la capital de España con 20
abogados, incluyendo cinco
socios, procedentes de la fir-
ma Lener (antes Legalia): Da-
vid Sequera, Ángel García,
Daniel Riopérez, Luis Castro
y Rafael Montejo. Este último
será el socio director de la
nuevaoficinasituadaenelPa-
seodelaCastellana.

Con este movimiento Os-
borne Clarke España cumple
con el objetivo de “prestar un
mejor servicio a sus clientes
nacionales e internacionales”.
El socio director del bufete
Tomás Dagá, ha explicado a
EXPANSIÓN que “quería-
mos establecernos con fuerza
en Madrid y nuestra filosofía
es que necesitamos a la gente
adecuada en cada ciudad, y
estos momentos de crisis son
buenos porque puedes en-
contrar equipos de gran cali-
dad que quizás estén insatis-
fechosensusfirmasdeorigen
y se animan a formar parte de
un nuevo proyecto como el
nuestro”.

Osborne Clarke España
está especializado en las
áreas del derecho mercantil
y empresarial, incluyendo
Fusiones y Adquisiciones

PRECIOS DE TRANSFERENCIA

Repsol gana el pulso a Hacienda en el recargo
que le impuso en una operación con Campsa

El origen de Osborne Clarke en España se remonta a 1996,
cuando el bufete catalán Dagá Sauret –nacido en Barcelona en
1986– entró a formar parte de Osborne ClarkeAlliance que
integran varias firmas jurídicas enAlemania,Bélgica,Estados
Unidos,Francia,Holanda,Reino Unido e Italia,constituyendo
una única organización,con la misma estrategia,con cuentas
de resultados independientes.Actualmente la firma tiene más
de 1.000 abogados en 16 oficinas en Europa y una oficina en
SiliconValley (California),donde se ubican algunas de las
compañías tecnológicas más innovadoras del mundo.La oficina
en la ciudad condal (Torre Barcelona-Avda.Diagonal),dirigida
por la socia Nuria Martín,cuenta con 30 abogados y los socios
Jordi Fábregas,Jordi Muixi,Raimon Grifols y David Miranda.

Más de quince años en España

AlmudenaVigil.Madrid
Repsol gana la batalla a Ha-
cienda. El Tribunal Supremo
hadictadounasentenciaenla
que libera a la compañía de
pagar un elevado recargo del
IVA en una operación que la
petrolerarealizóconCampsa,
ambas en su condición de
compañíasvinculadas.

Los hechos tuvieron lugar
en 1993, cuando Campsa
transmitió a Repsol varias es-
taciones de servicio situadas
en territorio español por un
importe de 1.732 millones de
pesetas (10,4 millones de eu-
ros).

En 1998 la Inspección de
Tributos entendió que las
partes intervinientes habían
convenido precios notoria-
mente inferiores a los de mer-
cado y determinó que la base
imponible sobre la que debía

calcularse el IVA a pagar de-
bía de ser 4.076 millones de
pesetas (24,5 millones de eu-
ros),enaplicacióndelartículo
79.5delaLeydelIVAde1992.
El TEAC lo confirmó, pero
Repsol no se rindió y, después
de perder también la batalla
ante la Audiencia Nacional,
decidióacudiralSupremo.

La interpretación que Es-
paña había venido haciendo
de la regla aplicable al cálculo
del precio de operaciones en-
tre empresas del mismo gru-
po era una cuestión contro-
vertida. Por ello, el Alto Tri-
bunal planteó una cuestión

prejudicial al Tribunal de
Justicia de la UE, que acabó
dando la razón a la petrolera
el 9 de junio del año pasado,
afirmando que la norma es-
pañola era contraria al Dere-
cho comunitario (Directiva
del IVA). La sentencia que
dicta ahora el Supremo, con
fecha de 1 de febrero, asume
el criterio del tribunal euro-
peo, dando la victoria defini-
tivaaRepsol.

Aunque la sentencia era
previsibletraslamodificación
de la regulación de los precios
de transferencia introducida
en España en 2006, sus con-

secuenciaspuedenserimpor-
tantes. En opinión de Jorge
Sarró Riu, socio de Fiscal del
bufeteRousaudCostasDuran
e inspector de Hacienda en
excedencia, “todos aquellos
que hayan sido objeto de re-
gulacióntributariaporaplica-
ción del artículo 79 de la Ley
del IVA en su redacción ante-
rior a 2006 podrán acogerse
al criterio actual del Supremo
yreclamarqueselesdevuelva
lo que hubieran pagado de
más”. Sarró recuerda que esta
interpretación del artículo 79
se aplicaba con frecuencia en
España, por lo que es previsi-
ble que sean numerosas las
empresasafectadasquerecla-
men.Esosí,matizaquesólolo
podrán hacerlo aquellas cu-
yos procesos estén aún abier-
tossinsentenciafirme.

Para las demás cabe otra

vía, la de la responsabilidad
patrimonial del Estado legis-
lador, tomando como refe-
rencia la sentencia del TS del
17 de septiembre de 2010, se-
gún la cual, si hay una infrac-
ción grave del Derecho de la
UE, desde que se declara esta
ilegalidad, los afectados tie-
nen un año para pedir el re-
sarcimiento de los daños que
sehayanpodidosufrir.

Desde el despacho Hogan
Lovells, Juan Garicano y Ela-
diadeCarlosaseguranquees-
tudiarán plantear a posibles
clientes afectados acudir a es-
taúltimavía.

Carlos Gómez, de Garri-
gues, señala que hay prece-
dentes suficientes como para
reclamar la responsabilidad
del Estado, pero “habrá que
estudiarlo caso por caso”,
puntualiza.

Otras empresas
podrán reclamar
la responsabilidad
patrimonial del
Estado legislador

El Tribunal de la UE
sentenció que la
norma española era
contraria al Derecho
comunitario

Tomás Dagá, socio director de Osborne Clarke España.

(M&A), Mercado de Capita-
les, Fiscal y Laboral, entre
otros, para sectores como el
farmacéutico-hospitalario,
electrónica, instituciones de
inversión colectiva, energía,
inmobiliarioytecnologíasdela
información, principalmente.

Dagá manifiesta que “trata-
remos de replicar el éxito de la
oficina de Barcelona en Ma-
drid, con un servicio multidis-
ciplinar, con un equipo alta-
mente especializado que co-
noce el mercado de la capital
deEspaña,yconelapoyodela

oficina de Barcelona y de toda
la organización Osborne
Clarke”.

El objetivo de la firma es
que en unos años la oficina
madrileñasupongael50%del
volumen de negocio total de
lafirmaenEspañayladeBar-
celona ocupe el otro 50%.
“Por ahora no tenemos pen-
sadoabriroficinasenninguna
otra ciudad española. Cre-
emos que con estas dos ofici-
nasyacubrimoscongarantías
el territorio nacional”, ha aña-
didoDagá.

Con la incorporación del
equipo de profesionales en la
oficina de Madrid, el despa-
cho contará con 50 abogados
en España, de los cuales 11 os-
tentanlacategoríadesocios.

La firma cuenta con un
60% de clientes internaciona-
les y un 40% nacionales, in-
cluidos algunas compañías
del Ibex 35 y varias socieda-
des de inversión de capital va-
riable (sicav). Uno de sus
clientes más destacados es la
multinacional de servicios
farmacéuticosyhospitalarios,
deorigenespañol,Grifols.

A partir de ahora
la firma contará
con 50 letrados
y 11 socios en las
dos sedes españolas

ARBITRAJE

Expertos critican
la exigencia
de un seguro
obligatorio

AlmudenaVigil.Madrid
El seguro obligatorio para los
árbitros está en el punto de
mira. Ramón Mullerat, ex-
presidentedelConsejodeCo-
legios de Abogados de la UE y
presidente de la Asociación
paraelFomentodelArbitraje,
consideraque“laleynoandu-
vo acertada al imponer un se-
guro obligatorio a árbitros y a
instituciones arbitrales cuan-
do la responsabilidad de am-
bos se limita al dolo o a la im-
posición de una vaga obliga-
ción de velar por las condicio-
nes de capacidad de los árbi-
tros”.

Así lo puso de manifiesto
durante la jornada La función
arbitral y el notario, organiza-
da por el Colegio de Notarios
deCataluña.

Mullerat considera que la
Ley de Arbitraje de 2011 per-
dió la ocasión de introducir
mejoras como “separar los
preceptos obligatorios de los
disponibles como hace la ley
inglesa de 1965; no autorizar a
las instituciones arbitrales
participar en el procedimien-
to de anulación del laudo; o
regular la confidencialidad
tras la sentencia del Supremo
de Suecia de 2000 que la de-
clarónoesencial”.

Además, cree que quedó
pendiente la modernización
de la regulación del arbitraje
internacional.

Porsuparte,JoséJuanPin-
tó Ruiz, doctor en Derecho y
abogado, explicó que difícil-
mente podrá exigirse a la ins-
titución arbitral una respon-
sabilidad, “porque es imposi-
ble conocer a fondo las situa-
ciones posibles en que hayan
podidoincurrirlosárbitros,ni
tampocosuestadodeánimo”.

Recordó que la misma ley
señalaquesóloseráexigiblesi
concurre “mala fe, temeridad
o dolo” (artículo 21.1), “situa-
ción ésta prácticamente im-
posible, ni presumible en las
institucionesarbitrales”.

Pintó insistió en la idonei-
dad de los notarios para ejer-
cer como árbitros y recomen-
dó aprovechar los contratos
de seguro colectivos o indivi-
duales e incluir en ellos la co-
berturadelriesgoderivadode
la actividad arbitral como
propia del jurista, negociando
que esta explicitación no re-
carguelaprima.
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